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Exp. 335/2022-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 335/2022-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a quince de agosto de dos mil veintidós.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 335/2022-2 promovido por el C. **********, contra actos emitidos por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de mayo de dos mil veintidós, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y por los actos que a continuación se precisan:

"El oficio de fecha 11 de marzo de 2022, crédito fiscal **********emitido por el Titular de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual se impone ilegalmente al suscrito 17 multas formales en cantidad de **********, cada una de ellas, notificado en fecha 13 de abril de 2022.”
II.- Por auto de fecha doce de mayo de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda del C. **********,  en contra del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, ordenándose correr traslado, para que contestará lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
III.- Por auto de fecha ocho de junio de dos mil veintidós, se tuvo a la Autoridad demandada por contestando la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora por el término de cinco días para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tienen como pruebas de las partes las siguientes:

De la parte actora: 

1.- La documental consistente en la resolución relativa al crédito fiscal ********** de fecha once de marzo de dos mil veintidós, acto impugnado; 

Del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas: 

1.- La documental exhibida por la parte actora, consistente en la resolución relativa al crédito fiscal ********** de fecha once de marzo de dos mil veintidós, acto impugnado. 

2.- Copia certificada del Requerimiento de Obligaciones emisión ********** y folio ********** y su respectivo citatorio y constancia de notificación, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

3.- La instrumental de actuaciones.

4.- La presuncional legal y humana.

Por último, se señalaron las once horas del primero de julio de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora. Finalmente, se citó para resolver.   
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución que determina las Multas por Infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal **********, de fecha once de marzo de dos mil veintidós, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, por la cantidad total de **********, el cual se encuentra dirigido a la actora; documental que obra a fojas de la 09 a la 11 del expediente en el que se actúa.          
Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en representación del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 42 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal **********, de fecha once de marzo de dos mil veintidós, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impuso a la parte actora multas por la cantidad total de **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 03 a la 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En ese orden de ideas, se procede al análisis de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora en su escrito inicial de demanda, situación que se realiza de la siguiente manera:

1.- En el primer concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que se viola en su perjuicio lo ordenado por los artículos 46, fracción IV, 49, 144, último párrafo, en relación con la fracción IX, del artículo 63, todos del Código Fiscal del Estado.

Que de la confesión que realiza la autoridad demandada en el oficio impugnado, específicamente en las columnas denominadas “MOTIVACIÓN”, es evidente que las 17 multas impuestas a su cargo fueron motivadas todas y cada una de ellas, solo en el requerimiento de autoridad **********notificado según refiere la demandada hace más de tres años  (08/03/2019), es decir, las sanciones impuestas a la parte actora están fuera del plazo de seis meses establecido en la fracción IX, del artículo 63 del Código Fiscal de San Luis Potosí, por lo que son improcedente  por preclusión, debiéndose declarar la nulidad lisa y llana de cada una de ellas.

Que las facultades de la autoridad demandada se encuentran reguladas y reglamentadas en la ley, que resulta obvio que la autoridad demandada al iniciar sus facultades, siempre tendrá un límite material y temporal de conformidad con el procedimiento legal que haya decidido instruir al ejercer sus facultades, el cual siempre estará reglamentado en la ley, y en el caso concreto, la ley dicte textualmente en el artículo 63, fracción IX, del Código Tributario Estatal que: “La revisión de contabilidad o de documentación no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación del requerimiento y hasta la notificación del oficio de observaciones”. Ya que, de lo contrario quedaría sin efectos el requerimiento y no podría emitirse uno nuevo por los mismos conceptos, de ahí la procedencia de la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada.

Por lo que la autoridad demandada sabía perfectamente que al iniciar sus facultades contaba con un plazo de seis meses para concluir el procedimiento, el cual comenzó a correr a partir de la notificación del requerimiento de autoridad ********** realizado según confiesa la propia autoridad demandada el día ocho de marzo de dos mil diecinueve, feneciendo el plazo de seis meses aludido el ocho de septiembre de dos mil diecinueve; sin embargo, la notificación del oficio impugnado que consigna las diecisiete multas impuestas a la actora, se realizó hasta el día trece de abril de dos mil veintidós, es decir, dos años, siete meses y cinco días fuera del plazo legal establecido en la fracción IX, del artículo 63, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, quedando sin efectos por ministerio de Ley tanto el requerimiento de autoridad ********** como las multas correspondientes que derivan de dicho requerimiento por preclusión.

El principio de la preclusión presupone que la autoridad ejerció o inició facultades, encontrándose sujeta a partir de este momento al procedimiento reglamentado en la ley, en el cual existe un plazo forzoso para concluir el ejercicio de las mismas, seis meses, de cuyas etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva, impidiéndose el regreso a momentos procesales ya extinguidos y consumados, es extinguida o consumada la oportunidad procesal para realizar un acto, esté ya no podrá ejecutarse nuevamente.

Que hace valer la preclusión en la presente instancia, la cual se define generalmente como la perdida, extinción o consumación de una facultad procesal, que aplicada al caso concreto se reduce a la pérdida del derecho que tuvo la autoridad para sancionarlo dentro del procedimiento iniciado en su contra, al no haber observado el plazo de seis meses otorgado por la ley para realizar dicho acto, plazo que se computo a partir de haber ejercitado ya una vez, válidamente, esa facultad con la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas **********.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término se debe de manifestar que la hipótesis que hace valer la parte actora consistente en la prevista en el artículo 63,  fracción IX, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no resulta aplicable al procedimiento de requerimiento de obligación de imposición de multas fiscales por su omisión. 
Ahora bien, se procede a realizar la digitalización del artículo anteriormente referido:

ARTICULO 63.- Los requerimientos de documentación que las autoridades fiscales hagan a los contribuyentes, responsables solidarios y terceros relacionados, fuera de una visita domiciliaria, estarán sujetos a las siguientes reglas:

… 
IX. La revisión de la contabilidad o documentación no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación del requerimiento y hasta la notificación del oficio de observaciones. Este plazo podrá ampliarse una vez por un período igual, previa notificación del oficio en el que el superior jerárquico de la autoridad que emitió el requerimiento autorice tal ampliación. Vencido el plazo a que se refiere esta fracción sin que se haya notificado el oficio de ampliación, o vencido este plazo también sin que se notifique el oficio de observaciones, quedará sin efectos el requerimiento y no podrá emitirse uno nuevo por los mismos conceptos.
Del artículo anteriormente transcrito se desprende que el mismo, hace referencia a que en las revisiones de gabinete, que se realizan dentro del ejercicio de las facultades de comprobación para verificar el correcto cumplimiento de las disposiciones fiscales por parte de los contribuyentes, no podrán exceder el plazo de seis meses contados a partir de la notificación del requerimiento de información y documentación.

La disposición legal anteriormente referida no se encuentra establecida para el acatamiento de obligaciones como lo es la presentación de declaraciones.

En ese sentido, el requerimiento a que aduce la parte actora con número de emisión **********, con folio **********, de fecha veinticinco de enero de dos mil diecinueve, fue el requerimiento de obligaciones omitidas referente a las declaraciones del pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente de los meses de junio de dos mil diecisiete al mes de octubre de dos mil dieciocho, mismo que ante su incumplimiento se convierten en créditos fiscales, ello de acuerdo  a lo dispuesto por los artículo 18 y 19 del Código Fiscal del Estado:
ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.
ARTICULO 19.- Las contribuciones deben pagarse en los plazos establecidos en las leyes respectivas. A falta de disposición expresa, se pagarán, en los casos en que se calculen por periodos, a más tardar el día quince del mes inmediato siguiente al fin del periodo. Si se trata de contribuciones que se causen por hechos o actos esporádicos, se deberán pagar, salvo norma específica, dentro de los quince días siguientes al de su causación o al último día en que haya ocurrido ésta, tratándose de actos continuos. El pago de las contribuciones se hará en las cajas recaudadoras autorizadas, en las oficinas fiscales y, en su caso, en las instituciones bancarias, establecimientos comerciales y demás lugares expresamente autorizados para tal efecto, en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas

Ahora bien, para que en un crédito fiscal proceda su caducidad o prescripción, es necesario que transcurra el término de cinco años, ello de conformidad con lo previsto por los artículos 37 y 38 del Código Fiscal del Estado, disposiciones legales que a continuación se transcriben:
ARTICULO 37.- Las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como presentación de declaraciones, avisos y documentos, al igual que para determinar créditos fiscales, caducan en cinco años, contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento. 

El plazo de caducidad, podrá ser de diez años en los casos en que el contribuyente no se haya inscrito en el padrón o registro correspondiente o no conserve en el plazo legal, la contabilidad o documentación a que esté obligado. 

El plazo de caducidad se suspende durante el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad y durante la tramitación de los medios de defensa y juicios a que tenga derecho el contribuyente. En todo caso, el plazo de caducidad, incluyendo las suspensiones, no podrá exceder de diez años. 

Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad fiscal que se declare expresamente la caducidad de sus facultades de comprobación o determinación respecto de una obligación concreta, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa. 

ARTICULO 38.- La obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en favor del contribuyente o responsable solidario, en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido. 

El término de la prescripción se interrumpe con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución, o con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haga del conocimiento del deudor. 

Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal. 

Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad se declare la prescripción de un crédito, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.
Motivo de lo anterior, se debe de precisar que en el caso que nos ocupa, no opera la figura de preclusión que pretende hacer valer la parte actora, ya que del artículo 63, fracción IX, del Código Fiscal del Estado, se desprende que los requerimientos de documentación que las autoridades hagan a los contribuyentes fuera de una visita domiciliaria estarán sujetos entre otras reglas a la revisión de la contabilidad o documentación, la cual no podrá durar más de seis meses, contados  partir de la notificación del requerimiento y hasta la notificación del oficio de observaciones. 
Motivo por el cual resulta ser infundado el concepto de impugnación que en este punto se analizó.
2.- Los conceptos de impugnación identificados como segundo y tercero del escrito inicial de demanda, se estudian en forma conjunta por estar relacionados entre sí.

En su segundo concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que se violaron en su perjuicio lo ordenado por los artículos 46, fracción IV, 144 último párrafo, en relación con los artículos 14 y 16 Constitucionales relativos a la fundamentación y motivación, y la aplicación exacta de la ley para sancionar.
Que se le imponen diecisiete multas formales por haber presentado extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente de los meses de junio de dos mil diecisiete a octubre de dos mil dieciocho, mismas que fueron solicitadas mediante requerimiento de autoridad **********, el cual se le notificó el ocho de marzo de dos mil diecinueve, siendo todo lo que se le informa, que la anterior motivación es notoriamente insuficiente, porque para empezar no se le hace saber en ningún momento la conducta reprobable que se le imputa, es decir, no se le acredita la existencia de la infracción por la cual se le esta sancionando diecisiete veces, en virtud de que la demandada omite precisar en el oficio impugnado la fecha límite que supuestamente tenía para cumplir con la presentación de declaración y formulario de pago, tampoco se le precisa la fecha en que supuestamente se cumplió con tal obligación extemporáneamente, ya que solo de la precisión de tales hechos se podría presumir ese incumplimiento, por lo que si no se precisan dichos elementos en la resolución impugnada, tal y como acontece en la especie, lógicamente no se acredita de ninguna manera la existencia de las infracciones que ahora se le reprochan y, por ende, la improcedencia de las multas impuestas. 
Que para considerar que la conducta realizada por un contribuyente constituye una infracción a las disposiciones fiscales y ésta puede ser sancionada, tal conducta debe encontrase prevista de manera puntual y exacta como supuesto de infracción en alguna norma, de manera que realizada esa conducta encuentre adecuación con el supuesto normativo previamente previsto en la ley como infracción y sujeto a una sanción, en base a la hipótesis prevista de forma exacta; ello, atendiendo a lo previsto por el artículo 2° del Código Fiscal del estado, por lo tanto, tratándose de infracciones y sanciones la aplicación de la norma debe ser estricta, es decir, la infracción debe estar exactamente prevista en la norma y la conducta infractora debe acreditarse plenamente y ajustarse exactamente a ese supuesto normativo de infracción, lo que refleja el principio de tipicidad que rige tratándose de infracciones y sanciones administrativas.

En el tercer concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que se viola en su perjuicio el principio consagrado en el artículo 23 Constitucional (principio non bis in ídem), relativo a que el infractor no debe ser sancionado dos o más veces por la misma conducta (acción u omisión). Que el principio mencionado es aplicable además de la materia penal a la administrativa, y que se traduce en la prohibición de que una misma conducta se castigue dos veces o más, o bien, que la propia conducta sea sometida a dos o más procedimientos diferentes y que en cada uno de ellos se imponga unas sanción, por el mismo hecho y para proteger el mismo bien jurídico; de modo que su aplicación requiere que exista identidad entre sujeto, hecho y fundamento.

Que la imposición de diecisiete multas idénticas motivadas en la misma infracción viola el principio non bis in ídem, en virtud de que las mismas, encuadran en el mismo supuesto de infracción y en una misma resolución, y tan es así que todas las multas derivan de un mismo requerimiento.

Que la autoridad demandada reprocha el incumplimiento a diecisiete obligaciones formales, no menos cierto es que la resolución impugnada encuadra o tipifica la supuesta conducta en la misma infracción diecisiete veces, imponiendo en la misma resolución impugnada diecisiete multas derivadas de un mismo requerimiento, de lo cual resulta que en un mismo procedimiento está siendo sancionado diecisiete veces por la misma infracción, lo cual es contrario al artículo 23 Constitucional, que prohíbe que “Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito”

A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analiza resultan ser infundados, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En principio conviene tener en cuenta el contenido del artículo 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que fija los lineamientos que debe de contener un acto de autoridad que sea notificado al contribuyente, cuyo contenido es el siguiente:

“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas:

I. Constar por escrito;

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación;

III. Señalar la autoridad que lo emite;

IV. Estar fundado y motivado;

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”

Del artículo anteriormente transcrito se desprende en la fracción IV, que los actos de autoridad que deban notificarse a los particulares deberán de estar fundados y motivados, en el entendido de que la fundamentación se refiere a que el acto debe basarse en una disposición normativa general, mientras la motivación implica que, existiendo una norma jurídica, el caso o situación concretos respecto de los que se pretende cometer el acto autoritario de molestia, sean aquéllos a que alude la disposición legal que lo funde.
En tales condiciones, en los requerimientos que se emitan para ejercer las facultades de vigilar el cumplimiento de las obligaciones fiscales, las autoridades deben satisfacer, entre otros requisitos formales en observancia a la garantía de seguridad jurídica, los de fundamentación y motivación, que han sido entendidos como la expresión precisa del precepto legal aplicable al caso (fundamentación) y el señalamiento exacto de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto respectivo, además, de que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
En consecuencia, para estimar cumplido el requisito de fundamentación y motivación de las multas que como infracciones fiscales se imponen a los contribuyentes, en términos del dispositivo 154 del Código Fiscal del Estado, es indispensable que la autoridad fiscalizadora invoque el precepto legal que contenga el supuesto de infracción; además, exponga los motivos del porqué estima actualizado el supuesto de infracción descrito en el dispositivo en cuestión.
En ese sentido, en el caso obra a fojas de 09, 10 y 11 de autos la documental consistente en el crédito fiscal  No.**********, de fecha once de marzo de dos mil veintidós, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad total de **********, por concepto de multas, por haber presentado extemporáneamente la declaración y formulario de pago de diecisiete meses, correspondiente a junio de dos mil diecisiete al mes de octubre de dos mil dieciocho, y las cuales fueron solicitadas mediante requerimiento de autoridad **********, notificado el ocho de marzo de dos mil diecinueve, documental que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado, de cuyo contenido se desprende lo siguiente:

a).- Que el mismo contiene diversas multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, de diecisiete meses, correspondientes a los meses de junio del dos mil diecisiete a octubre de dos mil dieciocho; y que se establece como datos del contribuyente a quien está dirigido el mismo, nombre, domicilio, rfc, número de crédito fiscal **********.

b).- Que como fundamento de la emisión de las multas se señala;  por infracciones establecidas en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que dice textualmente: 
“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 
I. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;

 …”
Del contenido de la citada disposición se obtiene que se considerará como infracción el hecho de que las declaraciones o formularios de pago no sean presentadas en los términos previstos en las disposiciones fiscales, o bien, hacerlo extemporáneamente, es decir, fuera del plazo establecido por los ordenamientos correspondientes de las obligaciones fiscales que tiene a su cargo el contribuyente.
c).- Como motivación se señala; que se determinó multa por haber presentado extemporáneamente la obligación de pago correspondiente a diversos meses (junio de dos mil diecisiete a octubre de dos mil dieciocho) y por requerimiento de autoridad número ********** notificado el día ocho de marzo de dos mil diecinueve. 
d) Se señala que la sanción se aplica de conformidad con lo establecido en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, disposición legal que a continuación se transcribe:  
 “ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II. 

II. Multa de quince a sesenta días de salario, a la prevista en la fracción III; 

III. Multa de diez a cincuenta días de salario, a la prevista en la fracción IV;

IV. Multa de treinta a ciento cincuenta días de salario, a la prevista en la fracción V, y 

V. Multa de sesenta a trescientos días de salario, a la prevista en la fracción VI.

e) Por último se debe de hacer mención, que el requerimiento de obligaciones omitidas corresponde a diecisiete meses, los cuales comprenden de junio de dos mil diecisiete a octubre de dos mil dieciocho, por lo que la resolución impugnada, se precisa una multa por cada una de las obligaciones omitidas, mismas que quedaron comprendidas en un solo requerimiento y en un crédito fiscal.
Lo anterior permite a esta Sala Unitaria concluir que la emisora del acto invoca como sustento del supuesto sancionatorio para imponer las multas en el crédito fiscal **********, en principio  el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí que tipifica como infracción relacionada con el cumplimiento de obligaciones “No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores” y tuvo por actualizado dicho supuesto al describir como conducta infractora, la consistente en la presentación de las declaraciones de pago correspondientes a los meses de: diecisiete meses, correspondiente a  junio de dos mil diecisiete a octubre de dos mil dieciocho; de manera extemporánea y por virtud del requerimiento número **********, que le fue notificado al contribuyente el ocho de marzo de dos mil diecinueve.
Es decir, mediante el crédito fiscal **********, la autoridad demandada sanciona una omisión ya configurada por no haber presentado oportunamente las declaraciones relativas y al efecto hace referencia a que medió requerimiento relativo al cumplimiento de la obligación número **********, que afirma le fue notificado al contribuyente el ocho de marzo de dos mil diecinueve; de ahí que el hecho de que exista un requerimiento por parte de la autoridad, hace suponer que las obligaciones fiscales no fueron cumplidas por parte del contribuyente en el tiempo que establecen los ordenamientos fiscales correspondientes, como también que dicho contribuyente conocía la irregularidad en que incurrió.

Al efecto cabe mencionar que obra a fojas 37 y 38 de autos la documental consistente en el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio ********** emitido el veinticinco de enero de dos mil diecinueve, por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado y acta de notificación de dicho requerimiento, respecto de cuyos actos de autoridad prevalece la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, al no haber sido impugnada por la parte actora en sus conceptos de impugnación, y de cuyas documentales se advierte lo siguiente.

· Que el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio ********** está dirigido al C. **********, con domicilio en “**********, RFC **********”; que el motivo del mismo fue derivado de que a la fecha de emisión de dicho documento (veinticinco de enero de dos mil diecinueve), no se tenían registrados los comprobantes del cumplimiento de las obligaciones relativas a la declaración de pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal correspondiente a los meses referidos en dicho documento. 

· Que la emisora cita como fundamento legal para el requerimiento del cumplimiento de la obligaciones, los artículos 20, 21, 22, 23, 24 y 25, fracción III, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí y establece por cada periodo de los señalados, la fecha de vencimiento del plazo que se tenía para cumplir con la obligación omitida, en el entendido de que el citado artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado se refiere a la obligación del contribuyente de presentar la declaración de pago dentro de los primeros quince días del mes siguiente al de la causación del impuesto. 
Por tanto, cuando en el crédito fiscal impugnado la autoridad fiscal determina que la ahora demandante presentó extemporáneamente las declaraciones de pago mensual del impuesto sobre erogación por remuneración al trabajo personal y alude a que medio requerimiento de la autoridad exactora número **********, que le fue notificado al contribuyente el ocho de marzo de dos mil diecinueve y además invoca como sustento del supuesto sancionatorio el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ello refleja la adecuación entre la conducta infractora aducida y el precepto legal invocado como sustento del supuesto sancionatorio a que se refiere el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí que tipifica como infracción relacionada con el cumplimiento de obligaciones, el hecho de no presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales o hacerlo extemporáneamente.
Por otra parte, se debe de hacer mención que la parte actora no demuestra que haya realizado el cumplimiento de las obligaciones que le fueron requeridas mediante el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio **********con anterioridad a dicho requerimiento. 
Así mismo, se demuestra que en ningún momento se viola el principio non bis in ídem, toda vez, ya que no se está castigando la misma conducta dos veces, sino que se le finca el crédito fiscal por la presentación extemporánea de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, referente a los meses de junio, julio, agosto, septiembre, octubre,  noviembre y diciembre del dos mil diecisiete; enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre y octubre de dos mil dieciocho, las cuales fueron solicitados mediante requerimiento de autoridad número  **********, folio **********.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados, ello por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

